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Bajo esa perspectiva, la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 28 de enero de 2017 radicación Nº 45262, reiterada en las sentencias SL11745 de 1º de agosto de 2017, SL12555 de 16 de agosto de 2017 y SL17986 de 1º de noviembre de 2017, sentó su posición frente a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en los casos en que la muerte o la invalidez se produce en vigencia de las leyes 797 y 860 de 2003, concluyendo que solo es viable dar paso a la aplicación de la Ley 100 de 1993 en su estado original cuando el evento (muerte o invalidez) se produzca dentro de los tres años siguientes a la fecha de expedición de las mencionadas leyes 797 y 860 de 2003

(…)

Y frente a la segunda posibilidad, basta mirar la mencionada historia laboral aportada por Colpensiones –fls.186 y 187- para concluir que la prestación económica no fue causada por el señor Francisco Javier Pérez, pues dentro de los tres años anteriores a su deceso, esto es, entre el 13 de abril de 2009 y la misma calenda del 2012, el no hizo cotizaciones al sistema general de pensiones por lo que no resulta posible dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa en la forma establecida recientemente por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en consideración a que el fallecimiento no se presentó entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006..
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA AMPARO ACEVEDO SUÁREZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 29 de noviembre de 2017, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y al cual fue vinculada en calidad de litisconsorte necesario la señora ANA ALIRIA HERRERA DE PÉREZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2016-00183-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Amparo Acevedo Suárez que la justicia laboral declare que entre tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de compañera permanente del señor Francisco Javier Pérez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 13 de abril de 2012, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El señor Francisco Javier Pérez realizó cotizaciones al Instituto de Seguros Sociales, sin embargo, al no alcanzar la densidad de semanas exigidas para acceder a la pensión de vejez, solicitó el reconocimiento de la indemnización sustitutiva, petición que fue resuelta a su favor en la resolución Nº 3004 de 21 de junio de 2012, la cual no alcanzó a ser cancelada al afiliado, quien falleció el 13 de abril de 2012; ante el deceso de su compañero permanente, con quien convivió desde el año 1991, elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes la cual fue negada mediante la resolución Nº GNR 104483 de 21 de marzo de 2014; el causante antes del 1º de abril de 1994 tenía cotizadas más de 300 semanas al sistema general de pensiones.
Al dar respuesta al libelo introductorio –fls.44 a 49 y 196 a 198- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia de los intereses de mora” y “Prescripción”.
Después de ser vinculada al proceso en calidad de litisconsorte necesaria, la señora Ana Aliria Herrera de Pérez contestó la demanda –fls.236 a 241- se opuso a las pretensiones de la demandante, manifestando que quien es la beneficiaria del señor Francisco Javier Pérez es ella en calidad de cónyuge supérstite, por lo que pide que la prestación económica le sea reconocida en los mismos términos expuestos por la accionante, en consideración a la unión matrimonial que contrajo con el causante Francisco Javier Pérez y que permaneció vigente hasta el momento del deceso. 
En sentencia de 29 de noviembre de 2017 la funcionaria de primer grado determinó que el señor Francisco Javier Pérez no dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios porque no tiene cotizadas 50 semanas al sistema general de pensiones dentro de los tres años anteriores al deceso, como lo exige el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, indicando adicionalmente, que no es viable la aplicación de la Ley 100 de 1993 en su estado original, siguiendo la línea jurisprudencial de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, al no haberse presentado el deceso dentro de los tres años siguientes a la vigencia de la Ley 797 de 2003, dado que el señor Pérez falleció el 13 de abril de 2012.

Por los motivos expuestos, negó la totalidad de las pretensiones de las señoras María Amparo Acevedo Suárez y Ana Aliria Herrera de Pérez.

Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que el señor Francisco Javier Pérez dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes al haber cotizado antes del 1º de abril de 1994, un total de 565,42 semanas al sistema general de pensiones.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

A partir de la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017 proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ¿Cómo debe aplicarse el principio de la condición más beneficiosa cuando el deceso ocurre en vigencia de la Ley 797 de 2003?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

REITERADA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE A LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA.
Prevé el artículo 4º de la Ley 169 de 1896 que tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema de Justicia como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho constituyen doctrina probable.
En ese sentido la Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, por medio de la cual declaró exequible la referenciada norma, sostuvo que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad; lo que implica que, para apartarse de la doctrina probable, los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.
“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

Bajo esa perspectiva, la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 28 de enero de 2017 radicación Nº 45262, reiterada en las sentencias SL11745 de 1º de agosto de 2017, SL12555 de 16 de agosto de 2017 y SL17986 de 1º de noviembre de 2017, sentó su posición frente a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en los casos en que la muerte o la invalidez se produce en vigencia de las leyes 797 y 860 de 2003, concluyendo que solo es viable dar paso a la aplicación de la Ley 100 de 1993 en su estado original cuando el evento (muerte o invalidez) se produzca dentro de los tres años siguientes a la fecha de expedición de las mencionadas leyes 797 y 860 de 2003; postura que explicó en los siguientes términos:
“Como se recuerda la condición más beneficiosa es un mecanismo que: (i) busca minimizar la rigurosidad  propia del principio de la aplicación general e inmediata de la ley; (ii) protege a un grupo poblacional con  expectativa legítima, no con derecho adquirido, que goza de una situación jurídica concreta, cual es, la satisfacción de las semanas mínimas que exige la reglamentación derogada para acceder a la prestación que cubre la contingencia de la invalidez; y (iii) al ser excepcional, su aplicación, necesariamente, es  restringida y temporal.

Sin perder de vista lo precedente, y una vez analizada la exposición de motivos de la Ley 797 de 2003, brota espontánea una primera conclusión: el legislador jamás  pretendió perpetuar las disposiciones de la Ley 100 de 1993 que regulan la pensión de sobrevivientes, y si bien con la condición más beneficiosa debe respetarse o mejor resguardarse los hechos denominados por la doctrina foránea «intertemporales» que se generan con personas que  tienen una situación jurídica concreta, ello no puede llevar a mantener, per secula seculorum, la protección de «“derechos” que no son derechos”», en contra posición de la nueva ley que ha sido proferida honrando la Constitución Política.  

De suerte que, a falta de normatividad expresa, el principio de la condición más beneficiosa emerge como un puente de amparo construido temporalmente para que transiten, entre la anterior y la nueva ley, aquellas personas que, itérese, tienen una situación jurídica concreta, con el  único objetivo de que, en la medida que lo recorren, paulatinamente vayan construyendo los «niveles» de cotización que la normativa actual exige. 

Pero ¿cuál es el tiempo de permanencia de esa «zona de paso» entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 797  de 2003? Bueno, para la Corte lo es de tres años, tiempo este que la nueva normativa (Ley 797 de 2003) dispuso como necesario para que los afiliados al sistema de pensiones  reúnan  la densidad de semanas de cotización-50- y una vez verificada la contingencia de la muerte los  causahabientes puedan acceder a la prestación correspondiente. 

Con ese fin, se obtiene un punto de equilibrio y  se conserva razonablemente por un lapso determinado- tres años-, los «derechos en curso de adquisición», respetándose así, para determinadas personas, las semanas mínimas  establecidas en la Ley 100 de 1993, «con miras a la obtención de un derecho en materia de pensiones, cuya efectividad se subordina al cumplimiento ulterior de una condición», cual es, la muerte. 

Entonces, algo debe quedar muy claro. Solo es posible que la Ley 797 de 2003 difiera sus efectos jurídicos hasta el 29 de enero de 2006, exclusivamente para las personas con una expectativa legítima. Con estribo en ello se garantiza y protege, de forma interina pero suficiente, la cobertura al sistema general de seguridad social frente a la contingencia de la muerte, bajo la égida de la condición más beneficiosa. Después de allí no sería viable su aplicación, pues este principio no puede convertirse en un obstáculo de cambio normativo y de adecuación de los preceptos a una realidad social y económica diferente, toda vez que es de la esencia del sistema el ser dinámico, jamás estático. Expresado en otro giro, durante dicho periodo (29 de enero  de 2003 – 29 de enero de 2006), el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 continúa produciendo sus efectos con venero en el principio de la condición más beneficiosa para las personas con expectativa legítima, ulterior a ese  día opera, en estrictez, el relevo normativo y cesan los efectos de este postulado constitucional.

No puede la Corte pasar por alto que esta franja de tres años, a más de tornarse razonable y proporcional favorece, a quienes tenían dicha situación concreta al momento del tránsito legislativo.

Es inocultable que si las expectativas legítimas  no pueden ser modificadas de manera abrupta o arbitraria, de ahí la razón de ser de la condición más beneficiosa, tampoco pueden permanecer inalterables como si fuesen unos derechos adquiridos. Dicho en breve: no se le puede otorgar el mismo tratamiento y protección a las expectativas legítimas que a los derechos consolidados.   

Con tal óptica, es de verse que si los regímenes de transición tienen duración limitada y cuantificable en el tiempo, y que, para algún sector, es posible que el legislador modifique los regímenes de transición con posterioridad a su consagración «porque éstos no pueden ser concebidos como normas pétreas», caben las siguientes preguntas ¿cómo entender que el principio de la condición más beneficiosa sí permanezca en vigor sin límite alguno en el tiempo? Si un régimen de transición no es permanente, ¿bajo qué argumento puede sostenerse que el uso de la condición más beneficiosa sí lo sea? si precisamente, como se explicó, los derechos adquiridos son diferentes a las expectativas legitimas. No hay argumentos que, prima facie,  lo justifique.

No se pierda de vista  que ha transcurrido más de 13 años desde cuando acaeció el cambio normativo, 29 de enero de 2003, es decir, lapso de tiempo que incluso superó el término del régimen  de transición dispuesto en el Acto Legislativo 01 de 2005, para las pensiones por vejez. Por tanto ¿se justifica mantener con vida lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, más allá del tercer año de vigencia de la Ley 797 de 2003, so pretexto de emplear la condición más beneficiosa, cuando, se repite esta ley dispuso un margen de tres años para satisfacer la densidad de semanas de cotización?

De suyo, también se cumple con lo asentado por la Sala respecto a la deliberada voluntad del legislador en la reforma introducida al sistema pensional con la Ley 797 de 2003, que propende por asegurar un equilibrio financiero, de manera que los niveles de protección que hoy se ofrezcan, se puedan mantener a largo plazo.  

Desde la perspectiva anterior, si la condición más beneficiosa tiene cabida por vía de excepción y su aplicación es restrictiva, no es dable emplearla con un carácter indefinido. Tampoco es factible, en virtud del principio de inescindibilidad de la ley, alterar la normativa que se ha de aplicar en virtud del principio examinado. […]

Así las cosas, al haber proferido la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia más de tres decisiones en ese sentido como órgano unificador de la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, esta Sala de Decisión acoge esa postura como doctrina probable, y en consecuencia para que sea viable la aplicación de la Ley 100 de 1993 cuando la muerte o la invalidez del afiliado se produzca en vigencia de las Leyes 797 y 860 de 2003 respectivamente, tales eventos deben haberse ocasionado dentro de los tres años siguientes a su vigencia.
Precisión Previa a la decisión que habrá de tomarse.

En sentencia SL 18102 de 7 de septiembre de 2016 radicación Nº 45585 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral expresó que en este tipo de casos, a pesar de que no se haya intervenido como tercera excluyente de quien fue convocada en calidad de litisconsorte necesario, la verdad es que si al contestar la demanda se plantean pretensiones claras y se exponen los hechos en los que se respaldan, es deber del operador jurídico pronunciarse sobre ellas, pues evidentemente el debate quedó abierto; por lo que al haber solicitado la señora Ana Aliria Herrera de Pérez que se le reconociera la pensión de sobrevivientes bajo el argumento de ser cónyuge supérstite del actor, había lugar a estudiar sus pretensiones y como la decisión le resultó completamente desfavorable, tiene derecho a que se surta el grado jurisdiccional de consulta a su favor, como lo dispone el artículo 69 del C.P.T. y de la S.S.

EL CASO CONCRETO

Según el registro civil de defunción expedido por la Notaría Tercera del Círculo de Pereira –fl.19- el señor Francisco Javier Pérez falleció el 13 de abril de 2012, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 797 de 2003, la cual prevé dos formas de dejar causada la pensión de sobrevivientes, o bien porque el causante haya adquirido el status de pensionado por vejez o por invalidez o porque en su condición de afiliado haya cotizado 50 semanas al sistema general de pensiones durante los tres años anteriores al deceso.

Respecto a la primera posibilidad, como se evidencia en la resolución Nº 3404 de 2012 –fls.15 y 16- el extinto Instituto de Seguros Sociales le negó en vida al señor Francisco Javier Pérez, el reconocimiento de la pensión de vejez, pues si bien tenía cumplidos más de 60 años de edad, la verdad es que en toda su vida laboral acreditó 572 semanas (de las cuales 385.58 fueron consignadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima, como se aprecia en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls186 y 187-), lo que llevó al extinto ISS a reconocerle la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez en cuantía de $3.480.900; es decir, el causante no tenía el status de pensionado.

Y frente a la segunda posibilidad, basta mirar la mencionada historia laboral aportada por Colpensiones –fls.186 y 187- para concluir que la prestación económica no fue causada por el señor Francisco Javier Pérez, pues dentro de los tres años anteriores a su deceso, esto es, entre el 13 de abril de 2009 y la misma calenda del 2012, el no hizo cotizaciones al sistema general de pensiones por lo que no resulta posible dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa en la forma establecida recientemente por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en consideración a que el fallecimiento no se presentó entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006.

Así las cosas, al no haberse dejado causado el derecho a percibir pensión de sobrevivientes, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 29 de noviembre de 2017.
Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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